TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

      SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrado Ponente: Jaime Alberto Saraza Naranjo
Pereira, febrero once de dos mil nueve
Expediente 66001-22-13-004-2009-00011-00 
Acta No. 44 de febrero 11 de 2009
Decide la Sala la acción de tutela promovida por Fabio Cardona Muñoz contra la Presidencia de la República, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, el Ministerio de Educación, el Departamento Administrativo de la Función Pública y la Universidad Tecnológica de Pereira.

ANTECEDENTES

El señor Cardona Muñoz solicitó la protección de sus derechos fundamentales de acceso a la administración de justicia y el cumplimiento de sentencia, al trabajo en condiciones dignas, a la igualdad y al mínimo vital y móvil, vulnerados, afirma, por los entes accionados y pide, en consecuencia, que se decrete el reajuste salarial necesario para garantizar la actualización plena de su salario al año 2008, el reconocimiento y pago a su favor de los salarios que se le adeudan por los años 2006 y 2007.

Con ese fin dijo, en síntesis, que se halla vinculado a la Universidad Tecnológica de Pereira desde el 27 de marzo de 1978 y se desempeña como profesor de tiempo completo; que entre los años 2002 y 2006 los incrementos decretados por el Gobierno Nacional para los salarios superiores a dos mínimos mensuales legales resultaron inferiores al índice acumulado de inflación en el mismo cuatrienio, según los cuadros que presentó; que con el decreto sobre salarios del año 2006 el Gobierno incumplió las sentencias C-931 y C-1017 de 2003 sobre dicha actualización plena, lo que produjo una disminución real de su sueldo; que la Universidad se limitó a efectuar los incrementos decretados sin objeción alguna al Ejecutivo Nacional y mientras su salario perdía capacidad adquisitiva, la misma se conservaba para quienes percibían asignaciones más bajas, porque el incremento en ocasiones estuvo por encima del IPC.

Terminó señalando que a pesar de los derechos de petición elevados a varias entidades, entre ellas las accionadas, la respuesta ha sido negativa y se han desconocido precedentes constitucionales que constituyen el fundamento de la seguridad jurídica.

El 30 de enero se dispuso dar trámite a la acción; a las entidades se les concedió término para ejercer su derecho de defensa.  La Universidad Tecnológica, por medio de su rector, precisó que todo lo que la institución ha hecho es honrar el marco constitucional bajo el cual se fijan competencias para tomar decisiones en materia salarial de los servidores públicos, que ha respetado los derechos cuya protección invoca el accionante y que éste cuenta con un salario superior al mínimo que ha sido móvil, dentro del marco señalado por el Gobierno Nacional.

El apoderado del Departamento Administrativo de la Presidencia de la República y/o del Presidente de la República afirmó que la Universidad Tecnológica de Pereira, como ente autónomo, es la competente para resolver las reclamaciones del demandante; que es irregular la vinculación del Presidente de la República porque carece de capacidad jurídica para intervenir en este asunto; que la tutela es improcedente para atacar actos de carácter general y no es posible por este medio imponer un ajuste salarial.

El Ministerio de Educación Nacional, por medio de la oficina Asesora Jurídica, también adujo la improcedencia de la acción de tutela porque al actor no se le ha causado un perjuicio irremediable, dispone de otros mecanismos de defensa judicial y esta no es la vía adecuada para cuestionar actos administrativos. 
Y la representante judicial del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, perfiló su defensa en la autonomía universitaria, en la falta de inmediatez de la acción y en la improcedencia de este mecanismo porque el juez de tutela no está facultado para decretar un incremento o nivelación salarial a los servidores públicos que laboran en las universidades públicas,  porque no es ordenador del gasto.

CONSIDERACIONES

Desde la promulgación de la Constitución de 1991 se erigió la acción de tutela como un mecanismo breve y sumario, puesto a disposición de toda persona para la protección inmediata de sus derechos fundamentales, siempre que ellos sean vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública, y en ciertos casos por los particulares. 

Esa institución fue reglamentada luego, entre otros, por el Decreto 2591 de 1991, de cuyo texto se infieren sus características, entre las que cuenta la subsidiaridad o residualidad, en la medida en que sólo procede cuando para la protección del derecho no se cuente con otro mecanismo de defensa judicial, a menos que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, según se desprende del numeral 1 del artículo 6 de esa normativa. 
Esta causal de improcedencia armoniza, para el caso de ahora, con la prevista en el numeral 5° ibídem, que establece que tampoco es pertinente la acción cuando se esté frente a actos de carácter general, impersonal y abstracto. 

Y armonizan por una evidente razón: los decretos expedidos por el Gobierno Nacional desde el año 2006, en desarrollo  de lo dispuesto  en el artículo 77 de la Ley 30 de 1992, en concordancia con las normas que trae la Ley 4ª de 1992, relacionados con el ajuste salarial y prestacional de los empleados públicos docentes y administrativos de las universidades estatales y oficiales, tienen la condición de ser generales, impersonales y abstractos, lo que de suyo impide que se ataquen por este expedito medio, en virtud de la causal 5ª señalada. 

Entre tanto, si lo que se quiere es desconocer la constitucionalidad de la ley o la legalidad de los actos administrativos, son otros los caminos a seguir, según se acuda a la acción pública de inconstitucionalidad ante la Corte Constitucional en el primer caso, o a la acción de nulidad en el segundo ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo. 
Bien dijo la Corte Constitucional que:

“Basta constatar que los dos decretos mencionados fueron expedidos por el Presidente de la República “en desarrollo de las normas generales señaladas en la Ley 4ª de 1992” y que los destinatarios de las regulaciones en ellos contenidas pertenecen a un grupo de funcionarios; para tener por cierto que se trata de actos dotados de un carácter “general, impersonal y abstracto”, respecto de los cuales, y al tenor de lo dispuesto en el artículo 6º, numeral 5º, del Decreto 2591 de 1991, la acción de tutela “no procederá”.

  


“Idéntico parecer fue expresado por la Corte Constitucional cuando revisó las decisiones judiciales relativas a una acción de tutela instaurada con argumentos semejantes a los ahora esgrimidos y para controvertir que una bonificación por compensación sólo fuera pagada a los magistrados de tribunal y a otros cuantos funcionarios. En esa oportunidad la corporación indicó que el decreto cuestionado era “un acto de carácter general, impersonal y abstracto” que no creaba “situaciones jurídicas subjetivas y concretas” y que, debido a lo mismo, tampoco podía “lesionar por sí solo derechos de esta índole, que es lo que la Constitución y la ley requieren para que la acción de tutela sea viable”.

  


“6. La existencia de otros medios judiciales de defensa.

   


“Ahora bien, a efectos de cuestionar judicialmente actos generales, impersonales y abstractos como los involucrados en la presente acción de tutela, el ordenamiento jurídico prevé otro tipo de acciones y, de manera específica, la de nulidad establecida en el artículo 84 del Código Contencioso Administrativo en contra de actos administrativos. Siendo así, los actores bien pueden emplear este mecanismo a fin de plantear su controversia ante la respectiva jurisdicción y de dar lugar a un proceso en el cual se surta, con todas las formalidades, el debate de un asunto cuyas complejas connotaciones escapan al procedimiento propio de la acción de tutela, caracterizado por su informalidad…”

En últimas, pues, como un acto de carácter general, impersonal y abstracto, por serlo, no lesiona por sí mismo un derecho de primera generación, la acción de tutela no se erige como el mecanismo idóneo para reconocer al demandante un incremento salarial, tanto menos si el manejo del régimen salarial para el sector público está en cabeza del ejecutivo y no es posible para el juez constitucional inmiscuirse en esa atribución para imponerle su criterio sobre el manejo de un tema que es de su exclusivo resorte. 
Ahora bien, ya que la acción se ejercita, al decir del actor, como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable (f. 45), hay que señalar que esa figura: 

“…demanda que se acredite concurrentemente, (1) que el perjuicio que se alega es inminente, es decir que, “amenaza o está por suceder prontamente”.
[11] En otras palabras, que no se trata de una expectativa hipotética de daño sino que de acuerdo a evidencias fácticas que así lo demuestren, de no conjurarse la causa perturbadora del derecho, el perjuicio alegado es un resultado probable.”

Nada de ello se puede predicar aquí, porque es claro que el actor sigue laborando, su salario está muy por encima del promedio de los trabajadores en el país y el mismo ha sido incrementado anualmente, aunque no en la proporción que él aspira, lo que no implica por sí solo la vulneración del mínimo vital, si bien el estipendio que recibe le permite subvenir sus necesidades básicas. 
Puesto lo anterior de frente a los derechos que invoca el accionante, se tiene que nada, ni nadie, le ha impedido ejercitar las acciones pertinentes para atacar la legalidad de los actos administrativos que han regulado el incremento salarial; el derecho al trabajo no se ha vulnerado, si, como se dijo, sigue laborando en condiciones normales; el de igualdad no encuentra la Sala en qué medida se le haya vulnerado, porque no puede servirle de parámetro que a trabajadores de bajos ingresos se les haya incrementado en mayor porcentaje el salario, porque ello es la respuesta lógica al orden social, por un lado, y por el otro, ese derecho implica que se trate igual lo igual y desigual lo desigual y, no cabe duda, hay un margen de desigualdad entre quien devenga un salario mínimo o dos, y aquél que supera, y en qué medida, esos montos. 
Por tanto, el amparo será negado. 
DECISION
En armonía con lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, NIEGA por improcedente la acción de tutela promovida por Fabio Cardona Muñoz contra la Presidencia de la República, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, el Ministerio de Educación, el Departamento Administrativo de la Función Pública y la Universidad Tecnológica de Pereira.

Notifíquese esta decisión a las partes por el medio más expedito y si no es impugnada, remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 
Notifíquese y cúmplase

Los Magistrados.

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ 

      CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
� Sentencia T-645 de 2006, MP. Rodrigo Escobar Gil


�[11] Corte Constitucional. Sentencia T-225 de 1993; M.P. Vladimiro Naranjo Mesa.


� Sentencia T-885 de 2008 M.P. Jaime Araújo Rentería.
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